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RECURSO 2/2025 
RESOLUCIÓN 63/2025 
 
 
Resolución 63/2025, de 28 de abril, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se estima el 
recurso especial en materia de contratación nº 2/2025, interpuesto 
por Eficiencia y Sostenibilidad Integrada, S.L., contra la adjudicación 
del contrato de servicios técnicos asociados al Plan Estratégico 
Municipal para la transformación de Lanzahíta (Ávila), dentro del 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de los Fondos 
“Next Generation EU”, componente 02, expediente nº 254/24. 

 
 
I 

ANTECEDENTES 
 

Primero.- Por Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Lanzahíta de 30 
de diciembre de 2024 se adjudica a la empresa DS Green Transition, S.L. el 
contrato de servicios técnicos asociados al Plan Estratégico Municipal para la 
transformación de Lanzahíta (Ávila), dentro del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia de los Fondos “Next Generation EU”, componente 
02, expediente nº 254/24. El Acuerdo se publica en la Plataforma de 
Contratación del Sector Público el mismo día 30 de diciembre. 
 

Segundo.- El 10 de enero de 2025 la mercantil Eficiencia y 
Sostenibilidad Integrada, S.L., representada mancomunadamente por D. yyy1 
y D. yyy2, interpone recurso especial en materia de contratación contra la 
referida resolución de adjudicación, en el que insta, en esencia, que se declare 
su nulidad por los siguientes motivos: 

 
“I.- Vulneración de los principios de igualdad y transparencia del artículo 

132 LCSP en relación con el artículo 70 LCSP. Causa de nulidad del 
procedimiento de contratación por aplicación del artículo 39.1 de la LCSP en 
relación con el artículo 47.1.a) y e) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

 
»Existen indicios objetivos de que la empresa adjudicataria DS 

GREEN TRANSITION, S.L. (antes DELENDA SOLAR, S.L. puesto que cambió de 
denominación social) haya participado en la elaboración de las especificaciones 
técnicas y preparación del expediente previo de solicitud de la subvención 
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referido en el antecedente primero del presente y, casi con toda seguridad, en 
la elaboración de los pliegos que han regido esta contratación (…). 

 
»II.- Se incurre en causa de nulidad del artículo 39.1 de la LCSP 

en relación con los artículos 36 y 47.2 de la Ley 39/2015 y la prohibición de 
arbitrariedad del artículo 9.3 de la Constitución Española. Falta de 
discrecionalidad técnica del informe de valoración de los criterios evaluables 
mediante juicio de valor (…). 

 
»III.- Vulneración del derecho de defensa y a la tutela judicial 

efectiva de la recurrente, con causación de indefensión (artículo 24 
Constitución)”.  
 

Tercero.- El 23 de enero de 2025 se ha recibido en el Tribunal el 
informe al recurso del órgano de contratación de 23 de enero, junto con la 
siguiente documentación: 

 
- Expediente de contrato para solicitar subvención programa DUS 5000 

(Zip 1 que incluye índice de documentos, proyecto y modificados en Carpeta 
3).  

- Expediente de contrato de asistencia y consultoría DUS 5000.  
 
- Expediente de contratación objeto del recurso (Zip 3 que incluye 

Sobres A, B y C de la licitación, así índice de documentos con aquellos 
declarados confidenciales por los licitadores así como los señalados por 
contener datos de carácter personal de los miembros del Ayuntamiento y Mesa 
de Contratación).  

 
- Relación de empresas licitadoras.  

 
Cuarto.- De acuerdo con la solicitud de acceso contenida en el recurso, 

y previos requerimientos efectuados por el Tribunal el 10 y el 27 de enero de 
2025, mediante Providencia de Alcaldía del mismo día 27 de enero, se notifica 
a la recurrente la posibilidad de acceso “a la documentación incluida en los 
expedientes 21/2021, incluyendo la notificación definitiva de la concesión de 
subvención, 112/2024 y 254/2024, informando al interesado sobre la 
posibilidad de acceder a los expedientes en las dependencias municipales o a 
través de la sede electrónica https://lanzahita.sedelectronica.es/info.2”. 

 
Quinto.- Tras el acceso al expediente, la recurrente presenta el 11 de 

febrero escrito de ampliación del recurso, en el que interesa que se declare la 
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nulidad de la adjudicación y se ordene la retroacción del procedimiento al 
momento inmediatamente anterior a la adjudicación para, con la exclusión de 
DS Green Transition, S.L. y Artecoin, proceder a una nueva adjudicación a su 
favor. Interesa también que se ordene al órgano de contratación que declare 
la prohibición de contratar de ambas empresas por concurrir la causa del 
artículo 71.1.e) de la LCSP y que, al amparo de lo establecido en el artículo 
132.3 LCSP, el Tribunal proceda a notificar estos hechos denunciados a la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia. 

 
Hace referencia a la existencia de relación, por un lado, entre el técnico 

que ha realizado el informe de valoración de los criterios de juicio de valor en 
el expediente 254/2024 y el técnico valorador en el expediente del 
Ayuntamiento de Mombeltrán (REC nº11/2025) y Asimun, adjudicataria del 
expediente 112/2024; por otro, a la relación de Asimun con Artecoin y con DS 
Green Transition; y a la inexistencia en el expediente de valoración de conflicto 
de intereses del técnico valorador Sr. Izquierdo Iglesias y de la empresa para 
la que presta servicios, Asimun.  

 
Insiste en la concurrencia de las causas de nulidad invocadas en el 

recurso a las que añade una cuarta: 
 
“IV.- Vulneración de los artículos 116.4.c), 117 y 132 LCSP. Causa de 

nulidad del procedimiento de contratación por aplicación del artículo 39.1 de 
la LCSP en relación con el artículo 47.1.a) y e) de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre”.  
 

Aporta con su escrito prueba documental e interesa que “se tengan por 
reproducidos en este recurso todos los documentos que integran el recurso nº 
11/2025 seguido ante este mismo Tribunal, y se requiera al Ayuntamiento de 
Lanzahíta para que remita la oferta completa presentada por DS Green 
Transition, S.L, el informe técnico de valoración de fecha 17 de noviembre de 
2024 y todos los acuerdos y documentos referidos a la concurrencia del 
conflicto de intereses expuesto en el antecedente sexto del escrito de 
interposición del presente recurso, así como las comunicaciones existentes 
entre el Ayuntamiento de Lanzahíta y la adjudicataria y ASIMUN referidas a la 
licitación que nos ocupa”. 

 
Sexto.- El 24 de febrero se recibe en el Tribunal informe 

complementario de 21 de febrero, emitido por el órgano de contratación sobre 
el escrito de ampliación del recurso, en el que interesa la desestimación de 
este. 
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Séptimo.- Por Acuerdo del Tribunal 8/2025, de 27 de febrero, se 

mantiene la suspensión automática del procedimiento de adjudicación al 
amparo del artículo 56.3 de la LCSP. 
 

Octavo.- Conferido traslado del recurso a los licitadores, la empresa 
adjudicataria presenta alegaciones el 4 de marzo de 2025, en las que sostiene 
que EFFSI carece de legitimación para impugnar la adjudicación, al haber 
quedado clasificada en tercera posición; que la oferta de DS Green es superior 
a la de la recurrente; la ausencia de prueba de colusión o de perjuicio real 
para EFFSI; el cumplimiento íntegro de los criterios de adjudicación y correcta 
valoración de la oferta de DS Green Transition; y la legalidad del procedimiento 
y respeto a los principios de concurrencia e igualdad.  

 
Noveno.- El 5 de marzo de 2025 se solicita informe complementario 

del órgano de contratación acerca del acceso al expediente instado en el 
escrito de ampliación del recurso, sobre el que no se pronunciaba el informe 
complementario de 21 de febrero anteriormente citado. 

 
Décimo.- El 7 de marzo de 2025 se recibe en el Tribunal informe 

complementario del órgano de contratación en el que se comunica que “se ha 
efectuado la tramitación preceptiva del artículo 52 de la LCSP”. 

 
Decimoprimero.- El 11 de marzo de 2025 se solicita al órgano de 

contratación un nuevo informe complementario para que manifieste a este 
Tribunal:  

 
 - Cuál ha sido la documentación puesta de manifiesto al recurrente 
como respuesta a dicha solicitud de acceso al expediente y, en caso de 
denegación, indicar el motivo. 
 
 - Con qué fecha ha tenido acceso el recurrente a dicha documentación. 
 
 Decimosegundo.- El 14 de marzo de 2025 el órgano de contratación 
remite a este Tribunal el informe complementario requerido en el que expone 
que ha remitido a la recurrente “la oferta presentada por DS GREEN 
TRANSITION, documento que no figuraba en Carpeta EXP 21-2021 y la copia 
del acta de la sesión ordinaria de Comité Antifraude, celebrada con fecha 08-
11-2024, en relación con la documentación solicitada sobre todos los 
antecedentes sobre concurrencia de conflicto de intereses”.  
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 Decimotercero.- Conferido traslado del informe complementario a la 
recurrente, el 18 de marzo de 2025 presenta un escrito de alegaciones en el 
que reitera que sigue sin tener acceso al informe de valoración de 17 de 
noviembre de 2024. Asimismo, afirma que “no se han remitido todos los 
documentos y acuerdos adoptados por los órganos municipales o por la Mesa 
de Contratación en relación a la concurrencia del conflicto de intereses del 
técnico que suscribe el informe de valoración de fecha 17 de noviembre de 
2024”. Además, sostiene que solo se ha remitido una parte de la oferta de la 
adjudicataria y que “no consta el informe de riesgo de conflicto de interés 
solicitado a la Agencia Tributaria en el expediente 254-2024 respecto del 
técnico valorador D. Carlos Izquierdo Iglesias ni de la empresa ASIMUN”. 
 
 Decimocuarto.- Por Acuerdo 14/2025, de 21 de marzo, este Tribunal 
procede a la apertura del período probatorio. 
 
 En el citado Acuerdo se admite la solicitud de prueba formulada por la 
recurrente en el trámite del recurso especial y se requiere al órgano de 
contratación para que remita a este Tribunal la documentación solicitada por 
la recurrente en su escrito de 17 de marzo de 2025. 
 
 A mayor abundamiento, este Tribunal acuerda de oficio que se realicen 
las siguientes actuaciones por el órgano de contratación en el plazo de 5 días 
hábiles:  
 

- Informar al Tribunal si el expediente licitatorio por el que se contrató 
el asesoramiento, preparación y/o presentación de la solicitud de concesión de 
la ayuda PRTR para financiar el objeto del contrato de esta licitación fue 
publicado en la licitación del contrato de servicios técnicos asociados al Plan 
Estratégico Municipal para la transformación de Lanzahíta (Ávila), dentro del 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de los Fondos “Next 
Generation EU”, componente 02, expediente nº 254/24, publicada en la 
Plataforma de Contratación del Sector Público.  

 
- Informar al Tribunal si el expediente licitatorio por el que se contrató 

el servicio de asesoramiento y/o redacción de los pliegos de condiciones que 
rigen la licitación que nos ocupa fue publicado en la licitación del contrato de 
servicios técnicos asociados al Plan Estratégico Municipal para la 
transformación de Lanzahíta (Ávila), dentro del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia de los Fondos “Next Generation EU”, componente 
02, expediente nº 254/24, publicada en la Plataforma de Contratación del 
Sector Público.  
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- Informar de las personas físicas o jurídicas que han participado en la 

elaboración de los pliegos que rigen esta contratación. 
 
Decimoquinto.- El 28 de marzo de 2025 el órgano de contratación, 

en contestación al Acuerdo de apertura del período probatorio, manifiesta lo 
siguiente: 

 
“1.- Documento “254.24. 44 INFORME AP DUS 5000 

LANZAHITA_SOBRE A_V8 fdo”, reiterando que dicho documento se encuentra 
dentro de la documentación puesta de manifiesto al interesado mediante 
acceso al expediente electrónico a través de la sede electrónica del 
Ayuntamiento. 

 
»2.- Documento “254.24. 39 INFORME CONFLICTO DE 

INTERESES” Reiterando que dicho documento se encuentra dentro de la 
documentación puesta de manifiesto al interesado mediante acceso al 
expediente electrónico a través de la sede electrónica del Ayuntamiento. 

 
»3.- Documento “1.1.3 ACTA SESIÓN COMITÉ ANTIFRAUDE 

2024-0001 [1.1.3 ACTA SESIÓN ORDINARIA 08-11-2024]”, por la que el 
recurrente afirma que no se incluye el resultado del análisis de la evaluación 
de los expedientes 112/2024 y 254/2024. Se puede comprobar de la lectura 
de la misma, que se incluye resultado de la evaluación en ambos asuntos (…). 

 
»4.- Documentos “254.24. 43 INFORME CONFLICTO 

REDACCIÓN PROYECTOS” y “112.24. 18 INFORME MINERVA”, reiterando que 
dicho documento se encuentra dentro de la documentación puesta de 
manifiesto al interesado mediante acceso al expediente electrónico a través de 
la sede electrónica del Ayuntamiento. 

 
»Así mismo, se remiten los documentos siguientes integrantes 

de la propuesta elaborada por el licitador adjudicatario (…). 
 

»5.- Sobre la confidencialidad de los documentos/archivos 
remitidos:  

 
»- Se indica al Tribunal que los documentos adjuntados en los 

apartados 1 a 3, así como los documentos “254.24. 43 INFORME CONFLICTO 
REDACCIÓN PROYECTOS” y “112.24. 18 INFORME MINERVA” NO reúnen la 
condición de confidencial de conformidad con el artículo 133, sin perjuicio de 
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que contienen datos de carácter personal, a efectos de su tratamiento de 
conformidad con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales. 

 
»Se indica al Tribunal que los documentos integrantes de la 

propuesta elaborada por el licitador adjudicatario señalados en el cuadro 
incluido en el apartado 4, SÍ reúnen la condición de confidencial de 
conformidad con el artículo 133.1 al haber sido así señalados por el licitador. 
Dichos documentos se corresponden con los archivos “todoanaprado” 
“Todoauditor” “todoingenierossobreA” “todosauditorsobreA” 
“todostitulospersonal” “tituloadicional” y “Anexo mod confidencialidad” en el 
que se señala respecto del archivo “2024.10.04. MEMORIA LANZAHITA” el 
clausulado que se entiende confidencial dentro de la misma”. 

 
El órgano de contratación no contesta a la prueba acordada de oficio 

por este Tribunal detallada en el anterior antecedente de hecho. 
 
Decimosexto.- El 7 de abril de 2025 se confiere traslado a los 

interesados de la documentación recibida en este Tribunal durante el período 
probatorio, no calificada expresamente como confidencial por el órgano de 
contratación. 

 
Decimoséptimo.- El 10 abril de 2025 la recurrente presenta 

alegaciones en las que manifiesta que “no se nos ha dado traslado del acta de 
la Mesa de Contratación de 16.10.2024 convocada por la Providencia de 
Alcaldía de 14 de octubre de 2024. Tampoco el documento de constancia de 
la existencia de conflicto de intereses al que se refiere la Providencia de 
Alcaldía de 13 de diciembre de 2024, el informe de riesgo de conflicto de 
interés emitido por la Agencia Tributaria en el que ya figura D. Carlos Izquierdo 
Iglesias (firmante del segundo informe de valoración de 10.12.2024) fue 
solicitado en fecha 11 de diciembre de 2024 y emitido el 12.12.2024, es decir, 
con posterioridad a la emisión del informe firmado por el Sr. Izquierdo Iglesias 
y, además, no plantea ningún conflicto de intereses”.  

 
Añade que “tampoco tiene esta parte constancia de que el 

Ayuntamiento de Lanzahíta haya remitido los informes requeridos por este 
Tribunal en el apartado Tercero de su resolución 2025-0057 de 21 de marzo 
de 2025”. 

 
Por ello, solicita que se “acuerde requerir al Ayuntamiento de Lanzahíta, 

con los apercibimientos legales a que en derecho haya lugar, la remisión de la 
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documentación e informes requeridos por este Tribunal en su acuerdo número 
2025-57 de 21 de marzo de 2025 que incluyen, en todo caso, los referidos en 
la alegación primera del presente, y se nos dé traslado de dichos documentos 
para ampliar este recurso conforme tenemos solicitado y, al amparo de lo 
establecido en el artículo 132.3 LCSP, reiteramos la petición de notificar los 
hechos denunciados en este recurso, con remisión de todos los documentos 
que integran este recurso, a la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia”. 

 
En el citado escrito la recurrente introduce una nueva pretensión y 

argumenta que la adjudicataria no ha justificado la solvencia exigida en el 
PCAP. 
 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, 
de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de la empresa para 

interponer el recurso especial y su representación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la LCSP.  

 
Conviene aclarar que el órgano de contratación y la adjudicataria 

consideran que la recurrente carece de legitimación al haber quedado 
clasificada su oferta en tercer lugar. En este sentido, es cierto que la oferta de 
la recurrente obtuvo una puntuación inferior a la de la adjudicataria y a la de 
la mercantil Servicio Profesional de Arquitectura, Consultoría e Ingeniería, 
S.L.P., (Artecoin). Sin embargo, esta pretensión no puede prosperar ya que la 
recurrente dirige el recurso contra la adjudicataria y contra la clasificada en 
segundo lugar. En relación a esta última, la recurrente discute la valoración de 
su memoria y considera que debe ser excluida porque “el informe de 
valoración de los criterios evaluables mediante juicio de valor (…) evidencia la 
arbitrariedad del técnico valorador y su relación con DS GREEN TRANSITION 
y ARTECOIN contribuyendo al éxito de la práctica concertada entre esas dos 
empresas para eliminar la competencia de aquellas licitaciones en las que 
aquéllas presentan oferta y resultan, una u otra, adjudicatarias”. 
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Por consiguiente, resulta acreditado que la recurrente impugna con 
visos de prosperabilidad la puntuación de la empresa clasificada en segundo 
lugar y argumenta los motivos en los que funda su exclusión. Esto supone que 
obtendría un beneficio directo en caso de estimarse la totalidad de sus 
pretensiones puesto que, al excluirse a las empresas clasificadas en primer y 
en segundo lugar, resultaría adjudicataria del contrato. 

 
El recurso se ha interpuesto frente al acuerdo de adjudicación de un 

contrato de servicios, cuyo valor estimado (204.327,81 euros) es superior a 
100.000 euros, susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de 
contratación, conforme al artículo 44.1.a) y 2.c) de la LCSP.  

 
El recurso contra la adjudicación se ha interpuesto en el plazo de 10 

días naturales previsto en el artículo 58.a) del Real Decreto-Ley 36/2020, de 
30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la 
modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, que identifica el acuerdo de 
adjudicación como acto recurrible al que aplicar la reducción del plazo general 
de los quince días hábiles previsto en el artículo 50.1 de la LCSP, a los diez 
días naturales. 
 

3º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso exige 
determinar si la adjudicación del contrato se ajusta al régimen jurídico de la 
contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo, 
y en especial, al pliego de cláusulas administrativas particulares y al pliego 
técnico que constituyen la ley de contrato, tal como viene afirmando 
reiteradamente nuestra jurisprudencia. 

 
La entidad recurrente alega como motivo principal del recurso la 

“vulneración de los principios de igualdad y transparencia del artículo 132 de 
la LCSP en relación con el artículo 70 de la LCSP”. 

 
Asimismo, en el escrito de recurso y en las sucesivas ampliaciones 

presentadas argumenta, en síntesis, las siguientes pretensiones: 
 

 - Causa de nulidad del artículo 39.1 LCSP en relación con los artículos 
36 y 47.2 de la LPAC. Sostiene que “El técnico valorador Sr. xxx otorga 
puntuación a cada uno de los licitadores sin seguir los criterios evaluables 
mediante juicio de valor establecidos al efecto en el PCAP y sin que conste 
explicitada la razón de este actuar, por lo que la atribución de puntos a cada 
licitador se ha realizado de forma arbitraria por el técnico valorador al 
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apartarse de lo estipulado en los pliegos de condiciones que constituyen la ley 
de esta licitación, que en todo momento lo ha sido en beneficio de la 
adjudicataria DS GREEN TRANSITION, S.L. (…)”. 
 
 - Vulneración del derecho de defensa y de la tutela judicial efectiva de 
la recurrente, con causación de indefensión (artículo 24 Constitución). 
Considera que “el presente recurso se formula sin tener conocimiento de todos 
los documentos vinculados a esta licitación, con clara vulneración de nuestro 
de derecho de defensa (…)”. 
 
 - Vulneración de los artículos 116.4.c), 117 y 132 de la LCSP. Señala 
que “La revocación del PCAP aprobado por el Pleno Corporativo de Lanzahíta 
el 6 de septiembre de 2024 se ha realizado sin la emisión de un informe técnico 
que lo justifique (…)”. 
 
 - Incumplimiento de la solvencia exigida en el PCAP por la adjudicataria. 
Afirma que la adjudicataria “aporta para la justificación de su solvencia técnica 
o profesional certificados de buena ejecución de contratos menores de 
asesoramiento para la gestión del expediente de solicitud de ayuda ante el 
IDAE. Los certificados de buena ejecución mencionan el presupuesto de las 
líneas de subvención a las que se acogerán los órganos de contratación con la 
documentación que se elabora, pero no acreditan en absoluto que DS GREEN 
TRANSITION haya ejecutado el proyecto que exige el PCAP para ser valorado 
como criterio de solvencia (…)”. 
 
 Por su parte, el informe al recurso del órgano de contratación, junto 
con los informes posteriores complementarios, propone la inadmisión del 
recurso y, subsidiariamente, la desestimación del mismo por los siguientes 
motivos: 
 

“1. Falta de legitimación y ausencia de interés legítimo de la recurrente. 
 

»2. Falta de incidencia en el contrato de las supuestas prácticas 
concertadas entre la adjudicataria y Artecoin (…). 

 
 »3. La parte recurrente no ha demostrado con base sólida 

que la adjudicataria ostentara una información secreta o privilegiada. Por el 
contrario, la participación de consultoras externas (caso de ASIMUN en la 
redacción del pliego) se ha publicitado y no existe prueba de que dicha 
asesoría se hubiera traducido en un sesgo a favor de DS GREEN (…). 
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 »4. La recurrente no exhibe prueba alguna de que en este 
caso haya existido apertura anticipada de información que correspondiera a 
otro sobre o que la adjudicataria hubiese introducido contenidos evaluables 
automáticamente en la memoria técnica. El mero temor o sospecha carece de 
eficacia jurídica si no se muestra un acto concreto de manipulación o un vicio 
de procedimiento que conste en las actas de apertura o en el expediente (…). 

 
 »5. El pliego, en su cláusula específica, establece la 

obligación de designar una memoria como `excelente´ para servir de 
referencia comparativa, y que no necesariamente la máxima puntuación se 
asocia al cumplimiento literal de cada subapartado, sino a su mejor adecuación 
al interés del contrato y su superioridad respecto a las demás (…). 

 
 »6. Aunque, hipotéticamente, se concediese razón a la 

recurrente en cuanto a la exclusión de la oferta adjudicataria, ello en modo 
alguno le situaría en el primer lugar de la clasificación. Este hecho, por sí solo, 
confirma la ausencia de utilidad real o interés legítimo en la anulación 
solicitada. La jurisprudencia insiste en que no cabe estimar un recurso cuyo 
éxito no reporte beneficio efectivo al recurrente, más cuando ni siquiera se ha 
impugnado de manera suficiente la segunda oferta (…)”. 
 
 Por último, la adjudicataria en su escrito de alegaciones, por los motivos 
detallados en el antecedente de hecho octavo, solicita la inadmisión del 
recurso y subsidiariamente su desestimación. 
 
 4º.- En este supuesto, sentadas las posiciones de las partes, la 
recurrente considera, con carácter previo, que no ha tenido acceso a la 
totalidad del expediente. 
 
 El derecho de acceso al expediente debe estar amparado en un interés 
legítimo por comprobar o verificar una actuación del poder adjudicador que se 
estime incorrecta o no ajustada a la legalidad, sin que dicho acceso pueda 
obedecer a un mero deseo de averiguar qué oferta un competidor o suponga 
un mero motivo para abrir una causa general contra el procedimiento de 
licitación. 
 

La puesta de manifiesto del expediente está prevista en el artículo 52 
de la LCSP -expresamente en la regulación del trámite del recurso especial-, 
en el artículo 16 del Reglamento de los procedimientos especiales de revisión 
de decisiones en materia contractual y de organización del Tribunal 
Administrativo Central de Recursos Contractuales, aprobado por el Real 
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Decreto 814/2015, de 11 de septiembre, y en los artículos 13.d) y 82 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 

 
El artículo 133.1 de la LCSP dispone que “Sin perjuicio de lo dispuesto 

en la legislación vigente en materia de acceso a la información pública y de las 
disposiciones contenidas en la presente Ley relativas a la publicidad de la 
adjudicación y a la información que debe darse a los candidatos y a los 
licitadores, los órganos de contratación no podrán divulgar la información 
facilitada por los empresarios que estos hayan designado como confidencial 
en el momento de presentar su oferta. El carácter de confidencial afecta, entre 
otros, a los secretos técnicos o comerciales, a los aspectos confidenciales de 
las ofertas y a cualesquiera otras informaciones cuyo contenido pueda ser 
utilizado para falsear la competencia, ya sea en ese procedimiento de licitación 
o en otros posteriores.  

 
  »El deber de confidencialidad del órgano de contratación, 

así como de sus servicios dependientes no podrá extenderse a todo el 
contenido de la oferta del adjudicatario ni a todo el contenido de los informes 
y documentación que, en su caso, genere directa o indirectamente el órgano 
de contratación en el curso del procedimiento de licitación. Únicamente podrá 
extenderse a documentos que tengan una difusión restringida, y en ningún 
caso a documentos que sean públicamente accesibles.  

 
  »El deber de confidencialidad tampoco podrá impedir la 

divulgación pública de partes no confidenciales de los contratos celebrados, 
tales como, en su caso, la liquidación, los plazos finales de ejecución de la 
obra, las empresas con las que se ha contratado y subcontratado, y, en todo 
caso, las partes esenciales de la oferta y las modificaciones posteriores del 
contrato, respetando en todo caso lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, 
de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal”. 

 
Una vez declarada la confidencialidad parcial de una proposición por un 

licitador, es el órgano de contratación el que debe analizar y resolver 
motivadamente qué partes de la documentación lo son realmente. En su caso, 
los órganos encargados de la resolución del recurso especial son revisores de 
tales resoluciones. De no existir tales controles, se vulneraría el derecho de 
acceso a información suficiente para interponer un recurso especial 
debidamente fundado, limitando el derecho de defensa del licitador y 
causándole indefensión. 
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Este Tribunal ha subrayado en numerosas ocasiones el carácter 
instrumental del derecho de acceso al expediente, orientado a satisfacer la 
necesidad del recurrente de disponer de la información precisa para articular 
su recurso. 

 
Expuesto lo anterior, este Tribunal debe valorar si se ha producido 

indefensión del recurrente por la imposibilidad de acceder a la totalidad del 
expediente.  

 
En este supuesto, tras varios requerimientos de este Tribunal y la 

apertura del período de prueba, tal y como se ha relatado en los antecedentes 
de hecho de esta Resolución, el órgano de contratación ha puesto a disposición 
de la recurrente la documentación requerida. Sin embargo, la recurrente 
reitera en el trámite de audiencia a la prueba practicada que no se le ha dado 
acceso al acta de la Mesa de contratación correspondiente a la sesión 
celebrada el 16 de octubre de 2024 (convocada por la Providencia de Alcaldía 
de 14 de octubre de 2024) ni al documento de constancia de la existencia de 
conflicto de intereses al que se refiere la Providencia de Alcaldía de 13 de 
diciembre de 2024. Esta documentación, a pesar de haber sido solicitada en 
varias ocasiones por este Tribunal, tanto en requerimientos de informe 
complementario como en el Acuerdo de apertura del período de prueba, es 
cierto que no ha sido remitida por el Ayuntamiento. Sin embargo, este Tribunal 
considera que la recurrente ha tenido acceso a toda la documentación 
necesaria para la defensa de su alegación principal, esto es la vulneración del 
artículo 70 de la LCSP y de los principios de igualdad de trato entre los 
licitadores y transparencia consagrados en el artículo 132 de la LCSP, cuya 
estimación ya anticipamos. En consecuencia, se considera que la omisión de 
esta documentación no ha ocasionado indefensión alguna a la recurrente. 

 
5º.- Resuelta esta cuestión previa, la recurrente invoca como 

pretensión principal la vulneración de los principios de igualdad y transparencia 
del artículo 132 de la LCSP en relación con el artículo 70 de la LCSP, sobre la 
base de una serie de indicios que evidencian el acceso de la adjudicataria a 
documentos previos ocultos al resto de los licitadores que le habrían podido 
permitir realizar una mejor oferta por su mayor conocimiento y por los que ha 
podido obtener ventaja. 

 
Para la resolución de la cuestión planteada partimos de lo previsto en 

el artículo 70 de la LCSP, relativo a las “Condiciones especiales de 
compatibilidad”, cuyo apartado primero dispone lo siguiente: 
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“1. El órgano de contratación tomará las medidas adecuadas para 
garantizar que la participación en la licitación de las empresas que hubieran 
participado previamente en la elaboración de las especificaciones técnicas o 
de los documentos preparatorios del contrato o hubieran asesorado al órgano 
de contratación durante la preparación del procedimiento de contratación, no 
falsee la competencia. Entre esas medidas podrá llegar a establecerse que las 
citadas empresas, y las empresas a ellas vinculadas, entendiéndose por tales 
las que se encuentren en alguno de los supuestos previstos en el artículo 42 
del Código de Comercio, puedan ser excluidas de dichas licitaciones, cuando 
no haya otro medio de garantizar el cumplimiento del principio de igualdad de 
trato. 

 
»En todo caso, antes de proceder a la exclusión del candidato o 

licitador que participó en la preparación del contrato, deberá dársele audiencia 
para que justifique que su participación en la fase preparatoria no puede tener 
el efecto de falsear la competencia o de dispensarle un trato privilegiado con 
respecto al resto de las empresas licitadoras. 

 
»Entre las medidas a las que se refiere el primer párrafo del 

presente apartado, se encontrarán la comunicación a los demás candidatos o 
licitadores de la información intercambiada en el marco de la participación en 
la preparación del procedimiento de contratación o como resultado de ella, y 
el establecimiento de plazos adecuados para la presentación de ofertas. 

 
»Las medidas adoptadas se consignarán en los informes 

específicos previstos en el artículo 336”. 
 

El Tribunal Central de Recursos Contractuales, en las recientes 
resoluciones nº 215/2025, de 20 de febrero, y nº 1642/2024, de 19 de 
diciembre, que resuelven supuestos muy similares al planteado por la misma 
recurrente, ha señalado que el artículo 70 de la LCSP “se resume en la 
concurrencia de dos requisitos: por un lado que la licitadora finalmente 
adjudicataria haya participado en la elaboración de las especificaciones 
técnicas o de los documentos preparatorios del contrato (proyectos básicos) y 
que esa participación pueda provocar restricciones a la libre concurrencia o 
suponer un trato privilegiado con respecto al resto de las empresas licitadoras 
concurrentes. (…)”. 

 
En el caso analizado no puede afirmarse con rotundidad la participación 

directa de la adjudicataria en la redacción de los pliegos. En este sentido, obra 
en el expediente el Decreto de Alcaldía de 24 de abril de 2024 (dictado en el 
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expediente 112/24) por el que se adjudica “a la empresa ASIMUN Consultoría 
de Contratación Pública, SLU (…) el contrato para la consultoría, gestión, 
redacción de pliegos y justificación de subvención junto con asistencia técnico 

jurídica al proyecto Plan Estratégico de Energía Limpia del Ayuntamiento de 
Lanzahíta (Ávila) (…)”.  

 
Ahora bien, no puede obviarse la participación de la adjudicataria, sí 

acreditada de forma indubitada, en la realización de un trabajo de campo 
previo al expediente de solicitud de la subvención, teniendo esta carácter 
finalista, al objeto de financiar el proyecto que ahora se licita: documentación 
preparatoria, antecedente necesario e indispensable para la licitación. 

 
Así, resulta probado que, por Resolución de Alcaldía de 13 de octubre 

de 2021 recaída en el expediente 21/2021, se resuelve “contratar los servicios 
para llevar a cabo los trabajos necesarios para participar en la concesión de 
ayudas directas para inversiones singulares locales de energía limpia en 
municipios de retos demográfico (programa DUS 5000) en el marco del 
Programa de Regeneración y Reto Demográfico del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, conforme al RD 692/2021 de 3 de agosto, 
mediante procedimiento del contrato menor, con la empresa Delenda Solar, 
S.L (…)”. 

 
En este punto, conviene aclarar que la denominación social actual de la 

mercantil Delenda Solar, S.L., es DS Green Transition, S.L. Esta circunstancia 
no es discutida por las partes y resulta acreditada por la escritura de elevación 
a público de acuerdos sociales de aumento de capital social y cambio de 
órgano de administración de la entidad DS Green Transition, S.L. (aportada 
como documento 1 por la adjudicataria en su escrito de alegaciones), en la 
que consta que “la mercantil inicialmente denominada `Delenda Solar, S.L., 
pasó a denominarse DS Green Transition, S.L., mediante escritura otorgada el 
día 30 de diciembre de 2021 bajo el número 1870 de protocolo (…)”. 

 
Fijada esta cuestión, la cláusula primera de los pliegos del mencionado 

contrato menor adjudicado a DS Green Transition, S.L. (antes Delenda Solar, 
S.L.) define el objeto del contrato como “La coordinación y diseño de una 
plataforma eSmart City + o equivalente en el municipio de LANZAHÍTA. En 
concreto, se solicita la contratación de un equipo especializado en el diseño de 
una plataforma SmartCity, en la validación de las distintas funcionalidades de 
la plataforma y en la coordinación de la solicitud de fondos europeos elegibles 
para el proyecto (…)”. 
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Por otro lado, en el apartado 2 de la cláusula primera de los pliegos se 
describen los trabajos a realizar por la empresa adjudicataria. En concreto, en 
el apartado C se establece la “Redacción de las especificaciones y los pliegos 
técnicos, y la prestación de los servicios de asesoramiento técnico necesarios 
en los procesos de licitación que se lleven a cabo para la contratación de 
empresas de servicios energéticos y/o las obras de ejecución que se deban 
llevar a cabo según se establezca en cada caso, y así como la asistencia técnica 
y asesoramiento administrativo necesario”. 

 
De la lectura de esta cláusula se deduce que el asesoramiento técnico 

para la redacción de especificaciones y pliegos técnicos engloba servicios como 
los del contrato objeto de este recurso. 

 
La recurrente considera que “la vinculación de este procedimiento 

licitatorio con la subvención concedida en el expediente número PR-D5000-
2022-003838 tramitado ante el IDAE es evidente conforme se desprende del 
objeto del contrato objeto de este recurso, ya que una de las prestaciones del 
mismo es la justificación de la subvención, como así consta en la cláusula 
segunda del PPT (páginas 1 y 2). Por tanto, la información y datos de ambos 

procedimientos están relacionados de forma que la licitación que ahora se 
recurre no puede hacer abstracción de la subvención concedida. Además, el 
expediente de solicitud de la subvención contiene documentos muy relevantes 
para la realización de una mejor oferta. 

 
»¿Qué documentación es esta?  
 
»El expediente de solicitud de la subvención, por así establecerlo 

la normativa de aplicación a los contratos financiados con fondos PRTR, debió 
estar integrado por la siguiente documentación:  

 
»• Memorias descriptivas de las actuaciones a acometer y que 

conforman el proyecto según formato IDEA que sí han sido publicadas.  
 
»• Justificación documental de las actuaciones a realizar `ex 

ante´ según las bases reguladoras del programa de ayudas recogidas en el 
Real Decreto 692/2021, de 3 de agosto, por el que se regula la concesión 
directa de ayudas para inversiones a proyectos singulares locales de energía 
limpia en municipios de reto demográfico (PROGRAMA DUS 5000), en el marco 
del Programa de Regeneración y Reto Demográfico del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia (por ejemplo, certificados energéticos, estudio de 
ahorros, etc), que no han sido publicadas. Entre los documentos más 
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importantes, podemos destacar los certificados energéticos de los edificios, la 
auditoria energética del alumbrado exterior, el informe de ahorro fotovoltaico 
o el plan estratégico; así como planos y demás documentación técnica. 

 
»La empresa responsable de elaborar el expediente de solicitud 

de subvención tiene un conocimiento amplio y exhaustivo de las actuaciones 
a acometer para poder elaborar una documentación técnica detallada que sirva 
no solo para solicitar y obtener la subvención, sino para que sirva como base 
principal para que dichas actuaciones puedan ser ejecutadas posteriormente. 
Estos documentos son de especial relevancia para la realización de una mejor 
oferta porque permiten conocer en profundidad la situación actual y 
particularidades para realizar una mejor oferta”. 

 
De la documentación que integra el expediente tramitado para la 

obtención de la subvención (21/2021) ante el Instituto de Desarrollo y Ahorro 
Energético (en adelante, IDAE) se desprende la existencia de memorias 
descriptivas de las actuaciones a acometer, informes justificativos de las 
mismas, planimetrías, una auditoría de alumbrado, un presupuesto del 
proyecto integral de energía limpia en el municipio de Lanzahíta, la existencia 
de un plan estratégico de transición a una economía baja en carbono del 
municipio de Lanzahíta y otra documentación técnica. 

 
La vinculación del actual procedimiento de licitación con la subvención 

concedida resulta evidente, tal y como se desprende del objeto del contrato, 
puesto que una de las prestaciones del mismo es la justificación de la 
subvención, como puede comprobarse a lo largo de los pliegos que rigen la 
licitación. Así, la cláusula cuarta del PPT establece que “Consiste este contrato 
en la redacción del proyecto, incluido la dirección de obra y coordinación de la 
seguridad y salud de las obras a acometer para la mejora de la eficiencia 
energética de las infraestructuras municipales dentro del Plan Estratégico de 
Transformación de LANZAHÍTA, conforme a los requisitos establecidos por el 
Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía (IDAE) y asistencia 
técnica para la adecuada justificación de la subvención concedida (…)”. 

 
Debido a esta estrecha conexión entre la licitación recurrida y la ayuda 

del Programa DUS 5000, la información y los datos de ambos procedimientos 
están relacionados, de la tal forma que la licitación que ahora se recurre no 
puede hacer abstracción de la subvención concedida. 

 
La adjudicataria, como afirma la recurrente, “ha tenido un profundo 

conocimiento de las instalaciones municipales, ya que para presentar la previa 
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solicitud de subvención tuvo que visitar en reiteradas ocasiones dichas 
instalaciones, elaborar documentos gráficos, trabajos de campo y otros 
documentos que quedaron en su poder y que ha utilizado ahora para elaborar 
su oferta y se le han valorado en este procedimiento licitatorio, mientras que 
el resto de licitadores jamás podrían haber tenido ese conocimiento sin haber 
tenido esa experiencia de participación es ese expediente previo de solicitud 
de ayuda”. La prueba que obra en el expediente avala que la adjudicataria ha 
tenido acceso al contenido de los certificados energéticos de las instalaciones, 
al plan estratégico municipal, a la auditoría energética actualizada y a los 
informes o estudios de ahorro fotovoltaico y de movilidad. 

 
De la documentación que integra el expediente tramitado para la 

obtención de la subvención ante el IDAE se desprende el conocimiento directo 
por parte de la adjudicataria de datos relativos a la identificación y consumo 
de las instalaciones (relativos a la Medida 2: instalaciones de generación 
eléctrica renovable de autoconsumo con o sin almacenamiento), así como el 
estudio energético relativo a la medida 5 (Movilidad sostenible), y las 
respectivas planimetrías. Asimismo, también resulta acreditado que la 
adjudicataria ha tenido conocimiento de las memorias descriptivas de las 
actuaciones a acometer antes que el resto de licitadores. Esta circunstancia es 
determinante ya que el apartado 2 de la memoria técnica aportada por la 
adjudicataria en esta licitación identifica las oportunidades de mejora y las 
soluciones técnicas propuestas en cada una de las medidas de actuación. 
Además, en el aparatado 4 desarrolla la viabilidad y coherencia de los recursos 
asignados y en el apartado 8 la coherencia y claridad de la hoja de ruta. 

 
La cláusula 13.2 del PCAP de esta licitación regula como criterio de 

adjudicación evaluable mediante juicio de valor (con un máximo de 40 puntos) 
la elaboración de una memoria técnica: 

 
“Los oferentes están obligados a entregar una memoria técnica 

conforme a los requisitos y directrices especificados en este documento de 
licitación. Esta memoria debe incluir una exposición detallada y técnica del 
servicio a contratar, abarcando de manera exhaustiva las características y 
modalidades de ejecución del mismo. Deberán cubrirse, como mínimo, los 
aspectos fundamentales a continuación:  

 
»Los criterios de evaluación de las soluciones técnicas 

propuestas serán:  
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»1. Definición clara de las etapas del proyecto (Hasta 5 puntos): 
Se valorará la claridad y nivel de detalle con que se definen las etapas del 
proyecto, asegurando que estas sean coherentes con los objetivos propuestos 
y las necesidades identificadas en la fase de análisis. 

 
»2. Identificación de oportunidades de mejora y propuesta de 

soluciones técnicas (Hasta 4 puntos): Se valorará la capacidad de la propuesta 
para identificar áreas clave en las que se puedan implementar mejoras 
técnicas, así como la calidad y viabilidad de las soluciones planteadas. Las 
propuestas deben demostrar creatividad y solidez técnica, alineándose con los 
objetivos del proyecto y mejorando su rendimiento.  

 
»3. Modelo organizativo propuesto y asignación de 

responsabilidades (Hasta 4 puntos): Se evaluará el diseño del modelo 
organizativo y la definición clara de roles y responsabilidades de los diferentes 
equipos.  

 
»4. Viabilidad y coherencia de los recursos asignados (Hasta 2,5 

puntos): Grado en que los recursos asignados (humanos y materiales) son 
viables y adecuados para las tareas propuestas, con un enfoque en la 
capacidad de gestión del cambio.  

 
»5. Innovación en el uso de herramientas tecnológicas (Hasta 9 

puntos): Nivel de innovación en las herramientas y aplicaciones propuestas 
para la planificación, desarrollo y control del proyecto.  

 
»6. Interoperabilidad y capacidad de colaboración de las 

herramientas (Hasta 6,5 puntos): Grado en que las herramientas permiten la 
colaboración en tiempo real entre los diferentes actores involucrados en el 
proyecto y la facilidad de integración con sistemas existentes.  

 
»7. Capacidad de seguimiento, monitorización y control en 

tiempo real (Hasta 5 puntos): Eficiencia y detalle de las herramientas en la 
monitorización y control del avance del proyecto, permitiendo la identificación 
temprana de desviaciones y facilitando una comunicación fluida.  

 
»8. Coherencia y claridad de la hoja de ruta (Hasta 4 puntos): La 

hoja de ruta debe estar detallada, ser clara, comprensible para todos los 
actores del proyecto y estar alineada con los recursos y tiempos definidos, así 
como con los objetivos finales. del proyecto (…)”. 
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La adjudicataria obtuvo en su memoria la puntuación de 36,6 puntos 
(documento 254.24.49). En el informe técnico en el que se evalúa la memoria 
técnica de la adjudicataria se indica que “el análisis de las memorias técnicas 
presentadas por los licitadores ha mostrado diferentes niveles de calidad y 
detalle en cada uno de los criterios evaluados. DS GREEN TRANSITION S.L. 
ha sobresalido en varios aspectos, especialmente en la innovación tecnológica 
y la capacidad de seguimiento y control en tiempo real, obteniendo 
puntuaciones altas gracias a la claridad de sus propuestas y la integración de 
tecnologías avanzadas”. 

 
La documentación que integraba el expediente de la subvención, por 

los motivos ya apuntados, permitió a la adjudicataria tener una clara ventaja 
temporal respecto a la forma de enfocar la memoria.  

 
En este supuesto, es cierto que la resolución de la concesión de la ayuda 

y las memorias descriptivas de las actuaciones a acometer se publicaron en la 
PLACSP de esta licitación (expediente 254/2024). En concreto, las memorias 
de las medidas 1,2,3 y 4 se publicaron el 23 de septiembre de 2024 y la de la 
medida 5 el 26 de septiembre de 2024. Sin embargo, la adjudicataria tenía un 
conocimiento previo de estas memorias del que no se informó al resto de 
licitadores que solo tuvieron para su conocimiento el plazo de presentación de 
ofertas (hasta el 8 de octubre de 2024). En consecuencia, el acceso a la 
información relevante y decisoria para la licitación se habría producido para el 
resto de licitadores dentro del plazo de presentación de ofertas, sin tiempo 
suficiente para preparar y confeccionar la memoria técnica adaptada a los 
mismos. Por consiguiente, con mucho menos tiempo del que dispuso la 
adjudicataria para preparar su oferta. 

 
A mayor abundamiento, la adjudicataria disponía de información 

cualificada y relevante con carácter exclusivo dado que la totalidad de los 
documentos del expediente de la concesión de la ayuda no fueron publicados 
en la PLACSP. De ello se deriva una indudable posición de ventaja y privilegio 
respecto a los demás licitadores, que deriva en la conculcación de los principios 
transparencia, publicidad, concurrencia e igualdad de trato. 

 
El régimen del artículo 70.1 de la LCSP conlleva la obligación para el 

órgano de contratación no sólo de procurar un plazo adecuado para presentar 
ofertas sino de adoptar otras medidas para evitar un falseamiento de la 
competencia y la ruptura del principio de igualdad de los licitadores. Medidas 
que no necesariamente implicaban la exclusión de la licitación de la empresa 
adjudicataria del contrato menor de concesión de la subvención, pero que sí 
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requerían en todo caso la comunicación a los demás candidatos o licitadores 
de la información intercambiada en el marco de la participación en la 
preparación del procedimiento de contratación o como resultado de ella, y el 
establecimiento de plazos adecuados para la presentación de ofertas. Nada de 
lo cual se ha cumplido en este caso. No consta tampoco la valoración por parte 
del órgano de contratación de las posibles medidas a adoptar ni la adopción 
de ninguna de ellas. 

 
 El órgano de contratación no ha procedido con la debida diligencia y 
transparencia ignorando las previsiones del artículo 70 de la LCSP, al no haber 
adoptado las medidas necesarias para preservar la competencia y concurrencia 
en condiciones de igualdad de los licitadores. De haber procedido conforme a 
derecho, podría haberse desvirtuado dicha posición de privilegio, dando 
publicidad al expediente previo de modo que los demás licitadores hubieran 
tenido conocimiento del mismo y colocarse en una situación de igualdad, caso 
en que no operaria la exclusión de forma automática de la adjudicataria. 
 
 Por lo expuesto, procede desestimar las alegaciones del órgano de 
contratación y de la adjudicataria oponiéndose a la vulneración de los 
principios de igualdad y transparencia, que entiende este Tribunal que sí han 
sido vulnerados.  
 

Avala esta conclusión la Sentencia 21/03, Fabricom (asuntos 
acumulados 21/03 y 34/03) del Tribunal Superior de Justicia de la Unión 
Europea, según la cual “28.- Ahora bien, una persona que se haya encargado 
de la investigación, de la experimentación, del estudio o del desarrollo de 
obras, suministros o servicios relativos a un contrato público (en lo sucesivo, 
una «persona que haya realizado determinados trabajos preparatorios») no se 
encuentra forzosamente, respecto de la participación en el procedimiento de 
adjudicación de dicho contrato, en la misma situación que una persona que no 
haya realizado tales trabajos. En efecto, por una parte, la persona que haya 
participado en determinados trabajos preparatorios puede verse favorecida a 
la hora de formular su oferta, en virtud de la información que haya podido 
obtener sobre el contrato público en cuestión al realizar los mencionados 
trabajos. Pues bien, todos los licitadores deben disponer de las mismas 
oportunidades al formular el contenido de sus ofertas (véase, en este sentido, 
la sentencia de 25 de abril de 1996, Comisión/Bélgica, C-87/94, Rec. p I2043, 
apartado 54)”. 

 
En idénticos términos se pronuncian las RRTACRC nº 215/2025, de 20 

de febrero y nº 1642/2024, de 19 de diciembre, y la Resolución 55/2024 del 
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Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Aragón, al resolver supuestos 
muy similares al que nos ocupa. 
 

Por lo expuesto, debe estimarse la alegación de vulneración de los 
principios de igualdad y transparencia consagrados en el artículo 132 con 
relación al artículo 70 de la LCSP, lo que acarrea la nulidad de pleno derecho 
del procedimiento de licitación de conformidad con el artículo 39.1 de la LCSP, 
en relación con el artículo 47.1 a) y e) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC), 
por vulneración del derecho a la igualdad, como derecho susceptible de 
amparo constitucional, puesto que basta con que en el desarrollo del 
procedimiento de licitación se haya permitido la posibilidad de una aplicación 
discriminatoria para que este deba considerarse afectado por el vicio de 
nulidad absoluta; y por vulneración del principio de transparencia y publicidad, 
al no haberse publicado toda la información necesaria para que los licitadores 
presentaran sus propuestas en igualdad de condiciones, infringiendo las 
normas procedimentales en los términos del artículo 47.1.e) de la LPAC. 

 
La nulidad declarada hace innecesario el análisis del resto de 

alegaciones formuladas por la recurrente, sin perjuicio de lo cual, este 
Tribunal, conforme a lo solicitado en el recurso, acuerda el traslado de esta 
Resolución al Tribunal de Defensa de la Competencia de Castilla y León, a los 
efectos previstos en el artículo 132.3 de la LCSP. 

 
En cualquier caso, si el órgano de contratación considera conveniente 

licitar de nuevo el contrato deberá valorar si concurren o no las circunstancias 
que impliquen adoptar alguna de las medidas descritas en el artículo 70 de la 
LCSP. Además, en caso de apreciarse indicios de prácticas colusorias, deberá 
adoptar las precauciones oportunas de acuerdo con lo previsto en la LCSP.  
 

En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 
y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III  
RESUELVE 

 
PRIMERO.- Estimar, en los términos expuestos en esta Resolución, el 

recurso especial en materia de contratación nº 2/2025, interpuesto por 
Eficiencia y Sostenibilidad Integrada, S.L., contra la adjudicación del contrato 
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de servicios técnicos asociados al Plan Estratégico Municipal para la 
transformación de Lanzahíta (Ávila), dentro del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia de los Fondos “Next Generation EU”, componente 
02, expediente nº 254/24. 

 
SEGUNDO.- Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación. 
 
TERCERO.- Notificar esta Resolución a todos los interesados en el 

procedimiento.  
 
CUARTO.- Dar traslado de esta Resolución al Tribunal de Defensa de 

la Competencia de Castilla y León, a los efectos previstos en el artículo 132.3 
de la LCSP. 

 
QUINTO.- El órgano de contratación deberá dar conocimiento a este 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León de las 
actuaciones adoptadas para dar cumplimiento a esta Resolución. 
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), 
contra esta Resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k de la LJCA). 
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